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R-DJ-081-2009

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División Jurídica. San José, a las ocho horas del trece de agosto del dos mil nueve. -------------------------------------------------------------------
Recurso de apelación interpuesto por Mediphama Inc., en contra del acto de adjudicación de la contratación relativa al Concurso 2009ME-000107-1142, promovido por la Caja Costarricense de Seguro Social, cuyo objeto es la adquisición de Metilprednisolona base 500 mg (como succinato sódico de metilprednisolona) polvo para inyección, frasco ampolla de 8 a 14 ml con diluente con preservante, recaído a favor de la empresa Pfizer S.A.  ------------------------------------------------------

RESULTANDO

I. Que la empresa Medipharma Inc., presentó recurso de apelación en contra del acto de adjudicación del Concurso 2009ME-000107-1142, promovido por la Caja Costarricense de Seguro Social para la adquisición de Metilprednisolona base 500 mg (como succinato sódico de metilprednisolona) polvo para inyección, frasco ampolla de 8 a 14 ml con diluente con preservante, donde indica que la adjudicación se sustenta en una aplicación retroactiva e ilegal de normas y una incorrecta aplicación del sistema de valoración.  -------------------------------------------------------------

II. Que mediante auto de las ocho horas del veinticuatro de junio de dos mil nueve, esta División solicitó a la Caja Costarricense de Seguro Social el expediente de la mencionada licitación. ---------

III. Que mediante oficio SA ADJ 1446- 2009 del 24 de junio del 2009, la Administración licitante remitió el expediente solicitado. ---------------------------------------------------------------------------------

IV. Que mediante auto de las catorce horas del dos de julio del dos mil nueve, este Despacho concedió audiencia inicial a las partes para que se manifiesten sobre las alegaciones formuladas por el recurrente. ------------------------------------------------------------------------------------------------------

V. Que mediante auto de las ocho horas del trece de julio del dos mil nueve, se concedió audiencia especial a la apelante para que se manifestara a las referencias hechas en su contra en las respuestas iniciales. ------------------------------------------------------------------------------------------------------------
VI. Que mediante auto de las nueve horas del veintiuno de julio del dos mil nueve, se convocó a audiencia final oral de conclusiones, la cual se llevó a cabo a las nueve horas del veintinueve de julio del presente año. ---------------------------------------------------------------------------------------------
VII. Que mediante oficio Nº DABS-1486-2009 del 6 de agosto del año en curso, la Caja Costarricense de Seguro Social remitió documentación, sobre la cual, mediante auto de las quince horas treinta minutos del seis de agosto del año en curso, se puso en conocimiento de las partes. ----
VIII. Que la presente resolución se dicta dentro del término de ley y en su trámite se han observado las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias vigentes. -------------------------------------

CONSIDERANDO

I. HECHOS PROBADOS: Para el dictado de la presente resolución, se tienen como  demostrados los siguientes hechos de interés: 1) Que la Caja Costarricense de Seguro Social, promovió el Concurso 2009 ME -000107-1142, para la compra de  Metilprednisolona base 500 mg (como succinato sódico de metilprednisolona) polvo para inyección, frasco ampolla de 8 a 14 ml con diluente con preservante, recayendo la adjudicación a favor de la empresa Pfizer S.A. (ver folio 45 y siguientes del expediente administrativo de contratación) 2) Que el acto de adjudicación, bajo oficio Nº DABS-ADJ-0094-2009 del 17 de junio del 2009, suscrito por el Lic. Álvaro Muñoz Fonseca, Director de la Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios de esa Institución, indica que “De acuerdo con el Modelo de distribución de competencias en contratación administrativa y facultades de adjudicación de la Caja Costarricense de Seguro Social (artículo 7º, sesión Nº 8339 del 16 de abril de 2009) […] se resuelve adjudicar total…, “ a la empresa Pfizer S.A. el único ítem del procedimiento por la cantidad de 65.000 FA de Metilprednisolona base 500 mg., a un precio unitario de $7,45 que al tipo de cambio de ¢582,116, da como monto de adjudicación $484.250,00 o ¢281.886.767,50 (folios 188 y 189 del expediente de contratación) 3) Que el cartel de licitación indica: “Forma de Entrega * Entrega en Plaza 10% * Entrega en Exterior 0% Sistema de Evaluación de Ofertas * Precio 80% Fórmula para calcular el precio: Oferta de menor precio x 80 / Oferta a evaluar * Historial de entregas y cumplimiento del producto 10% *Se considera para el historial los últimos dos años contados a partir de la fecha de apertura *Atrasos de la entrega 5% * Sin atrasos 5% * Con atrasos o más 0% * Rechazos de la calidad 5% * Sin rechazos 5% *Con un rechazo o más 0% Notas: * Para acreditar los atrasos o rechazos la institución utilizara los registros de entregas y los análisis realizados por el Laboratorio de Normas y Control de Calidad. *Para aquellos oferentes que no tengan historial en las entregas y el cumplimiento del producto, se les asignará el 10%.” (folios 31 y 32 del expediente de contratación) 4) Que en certificación emitida por el Gerente de Logística, con fecha 6 de agosto del 2009, se indica “Que de acuerdo con lo resuelto por la Junta Directiva de esta Institución, en artículo 6° de la sesión N° 8220, celebrada el 24 de enero de 2008 […]  con respecto al Manual de Organización de la Gerencia de Logística se tiene que a partir de esa fecha, la entonces Dirección de Recursos Materiales cambió de nombre, pasando a “Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios.” (ver folio 67 del expediente de la apelación).-----------5) Que en certificación de 5 de agosto del año en curso se indica que el señor Álvaro Muñoz Fonseca “ocupa el cargo de Director, en la Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios, ubicándose según el Manual Descriptivo de Puestos que al efecto maneja la Institución como Director de Sede.” (ver folio 68 del expediente de apelación) 6) Que la decisión inicial del concurso, en el aparte del contenido presupuestario, se consigna como fecha el 15 de abril del 2009. (ver folio 18 del expediente de contratación) 7)  Consta  publicación en La Gaceta Nº 80 del 27 de abril del 2009, que acredita la aprobación por parte de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social del Nuevo Modelo de Distribución de Competencias en Contratación Administrativa y Facultades de Adjudicación de la CCSS, en el cual se constata que, respecto a la competencia de dictar actos de adjudicación los Directores de Sede puede adjudicar hasta $500.000 (quinientos mil dólares), así como Transitorio I que indica: “Los procedimientos de contratación iniciados antes de la vigencia de este Modelo, se concluirán con forme a las disposiciones vigentes al momento en que se adoptó  la decisión de inicio del respectivo concurso” (Ver Diario Oficial La Gaceta del 27 de abril del 2009) ---------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
II.- SOBRE LA LEGITIMACIÓN  Y FONDO DEL RECURSO DE APELACIÓN. Parte del estudio que debe realizar este Despacho de frente a un recurso de apelación, es determinar si la oferta de la recurrente goza de una posibilidad real de constituirse en adjudicatario del concurso y, consecuentemente,  si ostenta la legitimación necesaria para apelar, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 176 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (RLCA). De conformidad con lo expuesto, dado que los argumentos de la empresa apelante giran en torno a aspectos que inciden directamente en su aptitud para resultar adjudicataria, ambos aspectos, a saber, legitimación y fondo, se conocerán en forma conjunta. 1.-La adjudicación se sustenta en una aplicación retroactiva e ilegal de las normas. Señala la apelante que el acto de adjudicación que consta en oficio Nº DABS-ADJ-0094-2009 del 17 de junio del 2009, incurre en una serie de graves deficiencias, especialmente en lo que respecta al “Modelo de distribución de competencias en contratación Administrativa y facultades de Adjudicación de la Caja Costarricense de Seguro Social (artículo 7º, sesión Nº 8339 del 16 de abril del 2009”. Indica que ese nuevo Modelo, fue publicado en La Gaceta 80 del 27 de abril del 2009, que si bien el Transitorio I de dicho acuerdo señala que el “Modelo” aprobado rige a partir de su publicación en el Diario Oficial, también señala que en cumplimiento con el principio básico de irretroactividad de las leyes, señala que “Los procedimientos de contratación iniciados antes de la vigencia de este Modelo se concluirán conforme a las disposiciones vigentes al momento en que se adoptó la decisión de inicio del respectivo Concurso” Señala que de conformidad con lo expuesto, es evidente que ese Transitorio responde a la línea seguida en el país con la modificación de normas, y lo relativo a las disposiciones que se aplicaron de forma transitoria con las modificaciones hechas a la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento. Señala que en el caso en particular, la Orden de Adquisiciones Nº 26-2604933, mediante la cual se inició el procedimiento administrativo de contratación tiene fecha de 15 de abril del 2009, por lo que según lo indicado en dicho Transitorio I, ese Modelo no es aplicable para efectos de adjudicar el concurso, siendo que se rige por las disposiciones vigentes al momento de iniciar el procedimiento de contratación. Conforme a lo expuesto, señala que un acto de adjudicación que se sustente en la aplicación retroactiva del nuevo Modelo es un acto nulo desde el punto de vista del Derecho Administrativo, con el único interés de darle una ventaja indebida a la oferta adjudicataria, la cual tiene un precio muy superior al de su oferta, ante lo cual se daría una erogación innecesaria, injustificada e injustificable de $52.520. De conformidad con lo indicado por la apelante, a su parecer el acto de adjudicación impugnado carece de sustento, debido a que recurre a la aplicación irregular y retroactiva de normativa no aplicable para justificar la Adjudicación. Al respecto, indica la adjudicataria que el argumento de la apelante se divide en dos; a) que el nuevo modelo de distribución de competencias no podía ser utilizado en el concurso y que b) que la aplicación del nuevo modelo se realizó con la intención de darle una ventaja indebida a su favor. Indica la adjudicataria, en cuanto al primer argumento, que el artículo 186 de la Ley General de la Administración Pública, indica que la interpretación que debe darse respecto a la nulidad de los actos administrativos debe ser favorable a la conservación de estos. Adicionalmente realiza una comparación entre el Nuevo Modelo de Distribución de Competencia y el Anterior Modelo de Facultades, indicando que el acto de adjudicación fue dictado por la Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios, por un monto inferior a quinientos mil dólares, siendo esta Dirección (anteriormente llamado Dirección de Recursos Materiales) competente para adjudicar este concurso desde el año 2007, por lo que no hay lesión de fondo que permita generar duda en cuanto a la existencia de un vicio de nulidad absoluta, por lo que independientemente del modelo aplicado, la Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios siempre ha sido competente para adjudicar hasta un máximo de quinientos mil dólares. Señala como error el hecho de asumir que la aplicación del Nuevo Modelo consiste en un motivo del acto de adjudicación, ya que este lo único que hace es distribuir competencias a lo interno de la Administración, pues la motivación del acto de adjudicación es un tema totalmente distinto que viene dado por la aplicación de cláusulas invariables como del sistema de evaluación de ofertas que rijan para cada concurso particular. De conformidad con lo expuesto, señala que no existe ningún vicio de nulidad por el hecho que el órgano que dictó la adjudicación haya mencionado el nuevo modelo de competencias, pues de todas formas el anterior modelo también le asignaba idéntica competencia para dictar actos de adjudicación. Aunado a lo anterior señala que no necesariamente la oferta más barata es la más conveniente para el interés público, pues el sistema de evaluación incorporó otros aspectos adicionales al precio que dejaron a la apelante con una menor calificación que la de su empresa, lo cual afirma que la empresa Medipharma Inc. carece de legitimación para apelar. En cuanto al punto en particular, la Administración indica que  ciertamente mediante orden de adquisición Nº 26-26-04933 del 15 de abril del 2009, el Área de Planificación de Bienes y Servicios dio inicio a la compra de sesenta y cinco mil frascos de Metilprednisolona Base 500 mg (como succinato sódico de Metilpednisolona) Polvo para Inyección, Inyectable Frasco- Ampolla de 8 Ml a 14 Ml con diluyente con preservante, la cual da origen al expediente Nº 2009ME-000107-1142, del cual se dictó el acto de adjudicación mediante resolución DABS-ADJ-0094-2009. Indica que la Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios era el órgano competente para adjudicar el citado concurso, siendo que se aplicara el modelo de facultades anterior o el que actualmente se encuentra vigente, toda vez que como instancia directamente facultada, no se visualiza que exista un vicio en el procedimiento ni su resultado, ni mucho menos genera una condición gravosa contra los participantes, siendo que es totalmente improcedente apelar a la nulidad por la nulidad misma como ocurre en el reclamo planteado, por lo que este extremo debe rechazarse debido a que en ningún momento se estaría violentando el ordenamiento jurídico o dejando en indefensión a los oferentes. Criterio para resolver: A efectos de resolver este punto en particular, propiamente en cuanto a que el acto de adjudicación contiene un vicio de nulidad como consecuencia de considerar un modelo de competencias no aplicable, debemos analizar la normativa de esa Institución con el propósito de determinar la competencia en razón del tiempo del órgano que adjudica. En ese sentido, la apelante señala que el acto de adjudicación no debió sustentarse en el Modelo de Distribución de competencia en contrataciones administrativas y facultades de adjudicación de la Caja Costarricense de Seguro Social, ya que según su transitorio I el modelo de competencias a utilizar era el anterior. En ese sentido, como lo indica la empresa apelante, el “Nuevo Modelo” -publicado en La Gaceta Nº 80 del 27 de abril del 2009 - dispuso en un Transitorio que “Los procedimientos de contratación iniciados antes de la vigencia de este Modelo, se concluirán con forme a las disposiciones vigentes al momento en que se adoptó  la decisión de inicio del respectivo concurso” (hecho probado Nº 7). En el caso concreto, la decisión de inicio se da el 15 de abril del 2009, tal y como lo señala la entidad licitante al atender la audiencia inicial cuando dice: “… mediante orden de adquisición No. 26-26-04933, de fecha 15 de abril de 2.009, dio inicio a la compra  de sesenta y cinco mil frascos de “Metilprednisolona Base 500 mg…” (ver hecho probado Nº 6) con lo cual se acredita que esta contratación se originó previo a la publicación del “Nuevo Modelo de Distribución de Competencias” (27 abril del 2009), por lo que le aplicaría lo dispuesto en el Transitorio I antes señalado, en el entendido que el procedimiento debió adjudicarse con la normativa anterior, sea el Modelo de facultades y niveles de adjudicación por instancia Administrativa de la Caja Costarricense de Seguro Social,  respecto al cual correspondía al Director de Recursos Materiales adjudicar hasta el monto de $500.000,00, según consta en http://www.ccss.sa.cr/html/transparencia/j_directiva/actas/2007/actas_2007.html. Ahora bien, con la certificación Nº GL 39.431.2009 de las doce horas con treinta y nueve minutos del seis de agosto del año en curso, suscrita por el Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, sobre la cual se concedió audiencia a las partes y se considera como prueba para mejor resolver,  se acredita que a partir del 24 de enero del 2008, según el Manual de Organización de la Gerencia de Logística, la entonces Dirección de Recursos Materiales cambió de nombre, pasando a Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios (ver hecho probado Nº 4). De lo anterior se llega a concluir que lo que se da es un cambio de nombre, toda vez que  la Dirección de Recursos Materiales pasó a llamarse Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios pero, en ambos casos, correspondía a su titular la adjudicación del negocio, por no superar  los $500.000,00,  Para arribar a dicha conclusión, se tiene que considerar, además, lo consignado en la certificación del 5 de agosto del año en curso, emitida por la señora Ailyn Carmona Corrales, Jefe a.i. de la Subárea de Gestión de Recursos Humanos, donde se dice que el señor Álvaro Muñoz Fonseca ostenta el cargo de Dirección de Aprovisionamiento de Bienes y Servicios, que según el manual de Descripción de puestos se tiene como Director de Sede (hecho probado Nº 5) por lo que de conformidad con los montos establecidos por el nuevo modelo, también ostentaría la competencia para adjudicar hasta por un monto de $500.000,00 (hecho probado Nº 7). De conformidad con lo expuesto, la misma persona que adjudicó el concurso que se impugna, ostenta la competencia para adjudicar en relación con los dos modelos de distribución de competencias que han sido referidos, con lo cual, no encuentra este Despacho que exista una nulidad capaz de generar la anulación de lo actuado. Al respecto, debe tenerse presente lo señalado por el artículo 223 de la Ley General de la Administración Pública, en el sentido que “sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del procedimiento”, entendiéndose por sustancial aquella formalidad “cuya realización correcta hubiera impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión”. En ese sentido, esta Contraloría General ha señalado que no procede “una nulidad por la nulidad misma” en el sentido que “la Ley General de la Administración Pública adoptó una posición interpretativa de las nulidades de forma, de acuerdo con la cual,  la nulidad por vicios de forma solo puede ser declarada, fuera de aquellos casos previstos en norma legal, cuando el acto carezca de requisitos indispensables para el logro de su fin, o bien, cuando ha causado indefensión a la parte.” (R-DCA-144-2008 de las doce horas del 13 de abril del 2008). En ese mismo sentido y más recientemente se ha indicado que “En otras palabras, la declaratoria de nulidad de un determinado acto o conducta administrativa dentro de un procedimiento como el que nos ocupa, debe realizarse bajo el ejercicio previo de que esa decisión se encuentra inspirada por un cambio en el resultado o efectos del acto una vez adoptado correctamente, pues si esa nueva adopción del acto o conducta produce resultados o efectos idénticos a los anteriores, la declaratoria de nulidad que se haga carecería de relevancia, salvo que se llegare a causar indefensión al interesado.” (R-DCA-294-2009 de las 10 horas del 15 de junio del 2009). Así las cosas, al haber quedado demostrado que la persona que emite el acto de adjudicación era la persona con la competencia para ello, independientemente del modelo que se aplicara, se tiene que una nueva emisión del acto impugnado tendría un idéntico resultado, por lo que la nulidad que se dictare no tendría un efecto ulterior o distinto, cayendo en una declaratoria de “nulidad por la nulidad misma” y al no estar en presencia de una nulidad absoluta según lo preceptuado por el numeral 223 de la Ley General de la Administración Pública, se impone  declarar sin lugar este punto en particular. 2.-  Incorrecta aplicación del sistema de valoración. Señala la apelante que con vista en el expediente administrativo de contratación  aparecen  dos hojas tituladas como “Condiciones especiales para contrataciones prorrogables”, con un sistema  de evaluación  de ofertas que excluye cualquier puntuación que favoreciera le entrega  en plaza sobre la entrega DDU, como aparece en la puntuación de ofertas que realiza la Administración y sobre el cual sustenta el acto de adjudicación. El sistema de evaluación del cartel señala una nota máxima de 90 puntos, constituidos por dos elementos: 80% precio y 10% historial del proveedor, señalando en cuanto a este ultimo que la  Administración otorga 10 puntos por igual a un proveedor con experiencia como a uno que no la tiene, siendo que el proveedor se hace acreedor a ese puntaje con el solo hecho de presentar la oferta. De conformidad con lo expuesto, señala que la Ley de Contratación y su Reglamento otorgan libertad a la Administración para establecer el sistema de valoración, siempre  y cuando sea completo, objetivo y claro, siendo que no existe ninguna limitación o condición que obligue a establecer puntajes solamente en base a 100 puntos como máximo. Señala que en el caso particular, el sistema de evaluación está constituido por dos elementos: precio e historia; sin embargo, la Administración aplica un porcentaje por concepto de la forma de la entrega, a pesar que no está contemplado en el Sistema de Evaluación de ofertas. Señala la empresa recurrente que con vista en el cartel, antes del sistema de evaluación se encuentra lo referente  a la forma de entrega, en la que da un 10% a entregas en plaza y 0% a entrega en exterior. Señala que no se habla de la palabra puntos, por lo que ni siquiera tiene una indicación de proporción valor, como sí lo tiene el rubro de historial del proveedor, y que además ni siquiera se indica que sea parte del Sistema de Evaluación.. Señala que aplicando el Sistema de Valoración correcto y válido, sin puntaje para la forma de entrega, su oferta resultaría adjudicataria al ser la única que alcanzó los 10 puntos correspondientes al historial y por ser su precio menor, con lo cual alcanzarían el porcentaje más cercano a 90 puntos. De conformidad con lo expuesto, señala que la valoración de las ofertas realizada por la Administración no se ajusta a las condiciones del cartel y por tanto, amerita la anulación del acto de adjudicación, por lo cual solicitan se revoque el acto de adjudicación y se ordene a la Administración llevar a cabo la valoración de conformidad con su propio Sistema de Evaluación contemplado en folio 31 y 32 del expediente administrativo. Señala la empresa adjudicataria que es imposible sostener lo indicado por la recurrente en cuanto a que el sistema de evaluación de ofertas se basaba en una escala de 1 a 90. Adicionalmente indica que la empresa apelante admite de manera expresa que conocía las Condiciones Especiales para contrataciones prorrogables, y que también conocía  que dichas condiciones otorgan una calificación distinta a quien ofrezca entregar en plaza, frente a quien ofrezca entrega en el exterior. En ese sentido indica que la Administración es la que mejor conoce sus necesidades, tomando en cuenta la naturaleza del producto objeto de esta compra, por lo que, además, si la firma tenía dudas sobre la interpretación de las cláusulas que reglan el concurso, debía proceder de conformidad con lo señalado por el artículo 60 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, en el sentido que podía solicitar las aclaraciones que estimada oportunas dentro del primer tercio del plazo para presentar ofertas, lo cual no hizo, por lo que en este momento no puede imponer una forzada interpretación de las normas del cartel, siendo que si su argumento es objetar que la Administración haya concedido brindar ese 10% a las ofertas que ofrecieran entregar en plaza, resulta evidente que sus argumentos están precluidos. En cuanto a este punto en particular, señala la Administración que fue muy clara y contundente al establecer dentro del cartel, las pautas a seguir para los contratos prorrogables, considerando que “Forma de entrega constituida por Entrega en Plaza 10% y Entrega en exterior 0%”. Señala que dicho porcentaje se le otorga a los proveedores como incentivo al esfuerzo que realizan por entregar los productos ya nacionalizados y en el Área de Almacenamiento y Distribución de la Caja Costarricense de Seguro Social. Señala que de forma complementaria se desglosa el sistema de evaluación  con precio 80% e historia de entregas y cumplimiento del producto con 10%. Adicionalmente indica que la evaluación a la cual la Administración somete a las ofertas presentadas fue debidamente acreditada dentro del cartel, por lo que era posible objeto de una objeción al cartel del concurso, sin embargo, ninguno de los oferentes procedió de tal manera por lo que el cartel se da por aceptado y consolidado junto al sistema de evaluación que utilizaría la Administración. Adicionalmente señala esa Institución que la metodología definida como parte de una estrategia de desarrollo de proveedores que lleva adelante la Caja Costarricense de Seguro Social es en procura de asegurar un equilibrio de prestaciones negociales así como la idoneidad de los proveedores y el aseguramiento de calidad y eficiencia del objeto contractual directamente vinculado con los fines de las seguridad social con lo cual se pretende un aseguramiento de tiempos de entrega y calidad de los productos a partir de la idoneidad comprobada de los proveedores a través de su récord de contratación. Señala que la metodología aplicada en el caso en particular no fue errónea sino que se ajustó a los indicadores del cartel así como a la información suministrada en cada plica y en los registros institucionales. Criterio para resolver: A propósito de resolver este punto del recurso de apelación interpuesto por la empresa Medipharma Inc. se tiene que efectivamente el cartel de licitación establece una condición especial bajo el título de “Forma de Entrega”, el cual se desarrolla de la siguiente forma: Entrega en plaza 10% y Entrega en Exterior 0%, señalando de seguido un título denominado “Sistema de Evaluación de Ofertas” integrado a su vez por el factor “Precio 80%”  y por “Historial de entregas y cumplimiento del producto 10%” (hecho probado Nº 3). Ahora bien, alega la recurrente que el sistema de evaluación aplicado por la Administración es distinto al consignado en el pliego cartelario, siendo que la Administración aplica un porcentaje por concepto de forma de entrega, el cual no consta que forme parte de la calificación, ante lo cual, de aplicarse el sistema de evaluación, tal como lo indica el cartel y lo entiende la apelante, alcanzaría el porcentaje de 90 puntos. A efectos de atender este punto en particular, es menester hacer referencia a lo señalado por el RLCA, siendo que el artículo 51 de dicho cuerpo normativo indica que “El cartel, constituye el reglamento específico de la contratación que se promueve y se entienden incorporadas a su clausulado todas las normas jurídicas y principios constitucionales aplicables al respectivo procedimiento…” En igual sentido, el artículo 55 del  mencionado Reglamento establece que: “En el cartel se establecerá un sistema de evaluación, el cual deberá contemplar los factores ponderables, el grado de importancia de cada uno de ellos, así como el método para valorar y comparar las ofertas en relación con cada factor. La Administración, podrá incluir otros factores de calificación distintos al precio, en el tanto impliquen una ventaja comparativa para la selección de la oferta más conveniente. No podrán ser ponderados como factores de evaluación los requisitos mínimos legales, técnicos o financieros, que resulten indispensables para la contratación…”  Así las cosas,  se tiene que todo procedimiento de contratación debe contar con un sistema de evaluación integrado por una serie de factores que permitan la selección de la oferta más conveniente. En ese sentido, con vista en el cartel de licitación, se logra observar que contiene unas condiciones o parámetros que otorgan  puntuación, pero no todos ellos se encuentran ubicados dentro  del apartado “Sistema de Evaluación” (ver hecho probado Nº 3). Si bien la Administración debe procurar contar con un pliego cartelario claro, evitando en lo posible eventuales interpretaciones, para la resolución del caso concreto se debe recurrir, además de la normativa propia de la contratación administrativa  a la aplicación de sus principios. Así, debemos destacar los artículos 4 de la Ley de Contratación Administrativa y 2 del RLCA, que orientan a que todos los actos de la actividad de contratación administrativa deben dirigirse al cumplimiento de los objetivos de la administración, siempre en procura de alcanzar la satisfacción del interés general, prevaleciendo en todos los casos el contenido sobre la forma, y en procura de seleccionar la oferta más conveniente (principios de eficiencia y eficacia). De conformidad con lo consignado, al analizar casos como el particular, no procede limitarse a una particularidad del cartel, pues dicho proceder sería contrario a lo dispuesto por los principios que rigen la materia de contratación administrativa y  al marco normativo.Procede en ese sentido, tal como lo ha señalado este Despacho que “…siendo el cartel de un procedimiento de contratación el reglamento específico de la contratación (artículo 51 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa), debe ser considerado y analizado como un todo, lo cual implica que los requerimientos —tanto administrativos como técnicos— en él establecidos, deben ser leídos y entendidos en forma integral y concatenada,…” (R-DCA-153-2008  de las nueve horas del 10 de abril del 2008), motivo por el cual, el pliego cartelario debe analizarse integralmente.  Así las cosas, no es procedente considerar, como lo pretende la apelante, que la “Forma de Entrega” no sea considerada dentro del “Sistema de Evaluación”, por el hecho de no encontrarse dispuesta dentro de éste, ya que este análisis implicaría, como  se dijo, desconocer la integralidad del reglamento específico de la contratación como lo es el cartel. En el caso particular se tiene que lo referente a la “Forma de entrega”, donde se dice  “Entrega en plaza 10%” y “Entrega en Exterior 0%” se encuentra ubicado en forma inmediatamente anterior al aparte que dice “Sistema de Evaluación de Ofertas”, donde se consigna lo referente a la ponderación del precio y el historial de entregas y cumplimiento del producto. Considerando de manera integral el pliego de condiciones, es claro que lo que lo referente al “Plazo de Entrega” debe ser considerado como parte del sistema de evaluación, ello tanto por su ubicación como por el hecho de contener una referencia porcentual que es ajena a otras cláusulas aparte del sistema evaluativo. Así, las cosas, se llega a concluir que no procede modificar la puntuación otorgada a las partes, por lo que la apelante no lograría resultar ganadora del concurso y, por ello, no ostenta legitimación para apelar. -----------------------------------------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 85 y 86 de la Ley de Contratación Administrativa;  174 y siguientes del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se resuelve: 1) Declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto por Mediphama Inc., en contra del acto de adjudicación de la contratación relativa al Concurso 2009ME-000107-1142, promovido por la Caja Costarricense de Seguro Social, cuyo objeto es la Adquisición de Metilprednisolona base 500 mg (como succinato sódico de metilprednisolona) polvo para inyección, frasco ampolla de 8 a 14 ml con diluente con preservante, recaído a favor de la empresa Pfizer S.A., acto el cual se confirma. 2) De conformidad con el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa. --------
NOTIFIQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------

Lic. German Brenes Roselló
Gerente Asociado
	Licda. Marlene Chinchilla Carmiol
	Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada

	Gerente Asociada
	Gerente Asociado


Estudio y redacción:  Lic. Gerardo A. Villalobos Guillén, Fiscalizador

GVG/nvs
NN:
8449 (DJ-0671-2009
NI:
11715, 12008, 13034, 13197, 13691, 14000, 14606, 15282, 15481, 15499, 15580.
G:
2009001804-2
